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'2. 0 Anular la Sentencia de 23 de octubre de 1993
dictada por la Sección Tercera de la Audiencia. Provincial
de Alicante en el rollo de apelación núm. 304/93 dima­
nante del juicio de faltas núm. 43/93.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de septiembre de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
Garcia-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

24327 Sala Segunda. Sentencia 151/1996, de 30
de septiembre de 1996. Recurso de ampa­
ro 811/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Madrid estimando parcial­
mente recurso de apelación interpuesto con­
tra la dictada por el Juzgado de lo Penal
núm. 15 de los de Madrid en juicio oral por
delitos de tenencia illcita de armas y delito
de caza. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectIva: Derecho a ser Informado de
la acusación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente, .don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 811/94, interpuesto
por don Benito Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda
Hernanz, representados por la Procuradora de los Tri­
bunales doña Cayetana de Zulueta Luchsinger, con la
dirección del Letrado don Alonso Sánchez Gascón, frente
a la Sentencia de fecha 28 de enero de 1994, dictada
por la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de
Madrid, por la que se estimaba parcialmente el recurso
de apelación interpuesto por el Ministerio Fiscal contra
la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal núm.
15 de los de Madrid, de fecha .15 de julio de 1993,
dictada en juicio oral núm. 75/93, por los delitos de
tenencia ilícita de armas y delito de caza. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente donTomás S. Vives
Antón quien expresa él parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. En fecha 9 de marzo de 1994, la Procuradora
de don Benito Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda
Hernanz presentó demanda de amparo contra la Sen­
tencia, de fecha 28 de enero de 1994, dictada por la
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid, en
el rollo de apelación 407/93, por la que se estimaba
parcialmente el recurso de apelación interpuesto por el
Ministerio Fiscal contra la Sentencia dictada por el Juz­
gado de lo Penal núm. 15 de los de Madrid, de fecha
15 de julio de 1993, dictada en juicio oral núm. 75/93,
por los delitos de tenencia ilícita de armas y delito de
caza.

2. Los hechos de los que nace la pretensión de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Don Benito Antonio Pérez Delgado, don Julio Rue­
da Hernanz, don Antonio González Ferrández y don Fran­
cisco Pareja Pulido fueron absueltos por el Juzgado de
lo Penal núm. 15. en la Sentencia y procedimiento penal
reseñados. del delito de caza por el'que fueron acusados
por el Ministerio Fiscal. En el mismo proceso. don Benito
Antonio Pérez Delgado y don Julio Rueda Hernanz fueron
condenados como autores de un delito de tenencia ilícita
de armas, siendo absueltos los otros dos acusados de
la misma pretensión acusatoria.

b) Los dos condenados, hoy demandantes de ampa­
ro, interpusieron recurso de apelación contra la citada
Sentencia el pasado 28 de julio de 1993: en él soli­
citaban su libre absolución. También el Ministerio Fiscal,
con la misma fecha apeló la Sentencia del Juzgado de
lo Penal núm. 15 de los de Madrid, solicitando la condena
de los cuatro acusados como autores de un delito contra
la Ley de Caza o subsidiariamente como autores de una
falta del arto 43 b) de la citada Ley.

Por providencias de 29 de julio y 6 de septiembre
de 1993 se tuvieron por presentados los recursos de
apelación, y se acordó esperar a que la Sentencia dictada
fuera notificada a todos los acusados para proveer sobre
su admisión.

c) Con fecha 14 de octubre de 1993 se tuvo por
interpuesto y se admitió a trámite el recurso de apelación
presentado por la representación de los demandantes
de amparo. lo que se hizo en ambos efectos, ordenando
dar traslado a las demás partes por plazo común de
diez días para presentar escritos de adhesión o impug­
nación, y que transcurrido tal plazo se elevaran las actua­
ciones a la Audiencia Provincial de Madrid. Los recursos
fueron turnados para su resolución a la Sección Sexta
de la Audiencia Provincial de Madrid. Nada se proveyó
sobre la admisión a trámite del recurso de apelación
presentado por el Ministerio Fiscal.

d) El 21 de octubre de 1.993 se acuerda remitir
los autos originales de juicio oral 75/93 a la Sección
Sexta de la Audiencia Provincial al objeto de que fuera
resuelto el recurso de apelación formulado por la defensa
del acusado y por el Ministerio Fiscal. contra la Sentencia
dictada en dicho procedimiento.

El 26 de octubre de 1993. se extiende una diligencia
por la Sra. Secretaria de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial haciendo constar que se han recibido las
actuaciones para sustanciar el recurso de apelación inter­
puesto porel Procurador de los demandantes de amparo,
sin hacer referencia alguna al recurso presentado por
el Ministerio Fiscal. Se turna el recurso de apelación
a la Sra. Magistrado Ponente y se señala para su deli­
beración y fallo el día 27 de enero de 1994, Jo que
se notifica al Procurador de 10$ demandantes de amparo.

e) El 28 de enero de 1994 la Sección Sexta de
la Audiencia Provincial de Madrid dicta Sentencia par­
cialmente estimatoria del recurso de apelación interpues­
to por el Ministerio Fiscal, al que se hace referencia
expresa en los antecedentes y fundamentos de lareso­
lución, por la cual se condena a los cuatro acusados
como autores de un delito de caza cometido durante
la noche con arma de fuego, a la pena de 50.000 pesetas
de multa, con dieciséis días de arresto sustitutorio, pago
proporcional de las costas y privación de la licencia de
caza o de la facultad de obtenerla durante el plazo de
dos años, con condena al pago de la responsabilidad
civil y decretándose el comiso del arma utilizada, y con
expreso pronunciamiento sobre las costas causadas.

3. El 15 de marzo de 1994, la representación de
los demandantes de amparo solicitó se tuvieran también
por parte a los otros dos condenados, don Antonio Gon­
zález Ferrández y don Francisco Pareja Pulido. Por pro
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videncia de 22 de diciembre la Sección acordó no tener
por parte a don Antonio González Ferrández y don Fran­
cisco Pareja Pulido por haber transcurrido el plazo de
veinte días previsto en el art. 44.2 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, y se ordenó recabar del Tri­
bunal y del Juzgado certificación o fotocopia adverada
de las actuaciones.

4. Por providencia de fecha 22 de mayo de 1995,
la Sección Cuarta (Sala Segunda) de este Tribunal, acuer­
da, a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC., admitir
a trámite la demanda de amparo formulada y encon­
trándose las actuaciones a disposición del Tribunal diri­
gió atenta comunicación al Juzgado de lo Penal núm.
15 para que emplazara a las partes a fin de que pudieran
comparecer en este proceso.

5. Por sendos escritos de 17 y 26 de junio, los Pro­
curadores de don Antonio González Ferrández y don
Francisco Pareja Pulido solicitaron nuevamente se les
tuviera por comparecidos en calidad de recurrentes en
este proceso de amparo, petición que fue desestimada
por providencia de 9 de octubre de 1995, ya que osten­
tan la misma posición que los recurrentes pero ha trans­
currido con exceso el plazo legal previsto para recurrir
en amparo. En la misma resolución se acordó dar vista
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días para presentar las alegaciones
que estimaran convenientes, conforme al art. 52.1 de
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

6. Los demandantes de amparo evacuaron el tras­
lado conferido remitiéndose al contenido de la demanda
de amparo y exponiendo, en síntesis, que la Sentencia
recurrida vulnera el art. 24.1 de la Constitución al haber­
les producido efectiva indefensión, igualmente entienden
vulnerado el derecho a ser informados de la acusación
formulada, y finalmente los arts. 14 y 139.1 de la Cons­
titución por lo que respecta al principio de igualdad de
todos los españoles.

Respecto a las dos primeras alegaciones -arto 24 CE­
la vulneración del derecho a la, tutela judicial efectiva y
al derecho a ser informado de la acusación se hace derivar
del hecho de que el recurso de apelación presentado por
el Ministerio Fiscal contra la Sentencia de instancia se
tramitó y resolvió por la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial de Madrid sin que los demandantes de amparo
hubieran tenido conocimiento de su existencia o su con­
tenido, ya que se omitió el preceptivo trámite previsto
en el arto 795.4.° de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
precisamente destinado a dar traslado a las demás partes
de los escritos de formalización del recurso de apelación
a fin de que éstas puedan impugnarlos o adherirse a los
mismos. Por ello, la Sección resolvió ambas apelaciones
contando únicamente con las alegaciones de los deman­
dantes de amparo contra su condena por tenencia ilicita
de armas, y las alegaciones del Ministerio Fiscal promo­
viendo la condena de los cuatro acusados por delito contra
la Ley de Caza, pretensión de condena ésta que no fue
impugnada ni contradicha por ninguno de los apelados
al no tener conocimiento de la misma.

Respecto a las alegaciones que denuncian la vulne­
ración del principio de igualdad -con cita de los arts.
14 y 139.1 CE-, entienden los demandantes de ampa­
ro, que no cabe establecer una condena en virtud de
la Ley de Caza porque ella generaría una Situación de
desigualdad respecto a los ciudadanos de aquellas
Comunidades Autónomas en las que, transferidas com­
petencias en esta materia, se han promulgado sus pro­
pias Leyes autonómicas sobre caza en las que no se
prevén sanciones penales, lo que haría de diferente con­
dición jurídica a los ciudadanos que viven en unas Comu­
nidades Autónomas frente a los que viven en otras.

7. En su escrito de alegaciones el Ministerio Fiscal.
en lo que se refiere al primer motivo de amparo -vio-

lación del art. 24.1 que reconoce el derecho ala tutela
judicial efectiva sin indefensión- entiende que asiste la
razón a los recurrentes, matizando el Ministerio Fiscal.
que frente a los hechos que se hacen constar en la
demanda de amparo, el Ministerio Fiscal no se adhirió
a la apelación formulada por los condenados, sino que
formuló su recurso de apelación con carácter indepen­
diente. El examen de las actuaciones pone de relieve
que efectivamente, respecto al escrito de formalización
del recurso de apelación presentado por el Ministerio
Fiscal. se omitió dar el traslado previsto en el núm. 4.°
del art. 795 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Tam­
poco el estudio de las actuaciones del rollo de apelación
pone de manifiesto que en momento alguno se pusiera
en conocimiento de los condenados, hoy demandantes
de amparo, la pretensión impugnatoria del Ministerio
Fiscal. Por tanto la apelación fue resuelta sin haber dado
oportunidad a los demandantes de amparo para hacer
las alegaciones que hubieran tenido por pertinentes, ya
que la misma se sustanció sin celebración de vistil!

Entiende el Ministerio Fiscal que conforme a la doc­
trina jurisprudencial de este Tribunal -con cita de las
SSTC 99/1992 y 236/1992- no se han observado los
principios de contradicción y de igualdad de armas ni
se ha dado cumplimiento al derecho a ser informado
de la acusación formulada, siendo atribuible dicha vul­
neración al órgano jurisdiccional. por lo que dicha pre­
tensión de amparo debe ser estimada, reponiendo las
actuaciones al momento anterior en que se incurrió en
la irregularidad procesal causante de indefensión.

Distinto criterio se mantiene respecto a la alegada
infracción del principio de igualdad, ya que las alega­
ciones formuladas parten de una premisa incorrecta ya
que las leyes autonómicas de caza no sustituyen ni dero­
gan las normas penales contenidas en la Ley General
de Caza 1/1970, y por tanto sus tipos penales son
aplicables en todo el territorio nacional, conforme al
arto 149.1.6." de la C.E. y el art. 8.1 del Código Civil.

8. Por Providencia de fecha 26 de septiembre
de 1996, se acordó señalar para la deliberación y vota­
ción de la presente Sentencia el día 30 del mismo mes
yaño.

11. Fundamentos jurídícos

1. Según resulta de la demanda y del examen de
las actuaciones remitidas por el Juzgado de lo Penal
núm. 15 de los de Madrid y la Sección Sexta de su
Audiencia Provincial. los hoy demandantes de amparo,
que fueron condenados por un delito de tenencia ilicita
de armas por el Juzgado de lo Penal citado, además
de recurrir en apelación dicha condena, vieron también
recurrida por el Ministerio Fiscal la Sentencia dictada
sin que se les haya dado trámite alguno para impugnar
o adherirse al recurso, al haberse omitido el trámite pre­
visto en el núm. 4.° del arto 795 de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal. y sin que hayan podido ser oídos
ni alegar nada sobre las pretensiones de condena man­
tenidas por la acusación pública, al haberse sustanciado
la apelación de forma escrita y sin celebrarse la vista
que permite el núm. 6.° del mismo precepto de la Ley
procesal. Como consecuencia de tal recurso de apela­
ción. parcialmente estimado por la Sección Sexta de
la Audiencia Provincial. los demandantes de amparo han
sido declarados autores de un delito del que fueron
absueltos en la primera instancia, concretamente un deli­
to de caza previsto y penado en el arto 46, núm. 1 del
apartado c). de la Ley General de Caza.

El arto 795 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal regula
la apelación contra las Sentencias dictadas por el Juez
de lo Penal en el maico del procedimiento abreviado.
El trámite se inicia con un escrito de formalización del
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recurso en el que se expondrán las alegaciones que se
consideren oportunas en relación con el quebrantamien­
to de las normas o garantias procesales. error en la apre­
ciación de las pruebas o infracción de precepto legal
o constitucional en los que se base la, impugnación. El
núm. 4.° de dicho precepto establece que: «recibido el
escrito de formalización del recurso. el Juez dará traslado
a las demás partes por un plazo común de diez dias
y transcurrido el mismo. se hayan o no presentado escri­
tos de impugnación o adhesión. elevará en los dos dias
a la Audiencia los autos originales con todos los escritos
presentados». Cuando no hay proposición de prueba
-como en este caso- la Audiencia podrá acordar la
celebración de vista si estima que ésta es necesaria para
la correcta formación de una convicción fundada. situa­
ción que no se produjo en este caso. resolviéndose los
recursos de apelación presentados sin la celebración de
vista.

En el presente caso no se ha cumplido lo previsto
en el articulo 795.4.° citado. por lo que no se ha dado
oportunidad a los demandantes de amparo de instruirse
sobre el recurso del Ministerio Fiscal. ni de impugnarlo.
haciendo llegar a la Audiencia su criterio sobre las pre­
tensiones de condena que en el mismo se contenian.

Tal irregularidad procesal aparece patentemente en
las actuaciones pues la providencia de 14 de octubre
de 1993 por la que se admite a trámite el recurso de
apelación de los condenados no contiene referencia algu­
na al recurso del Ministerio Fiscal. y el oficio de 21 de
octubre de 1993 que remite los autos origináles a la
Audiencia Provincial. haciendo expresa mención del
recurso del Ministerio Fiscal. no consta que fuera noti­
ficado a las partes.

2. La narración fáctica anterior pone de relieve que
efectivamente se ha vulnerado el derecho a no padecer
indefensión tal y como ha sido perfilado por la juris­
prudencia de este Tribunal. En el arto 24 de nuestra Cons­
titución ocupa un lugar central y extraordinariamente
significativo la idea de «indefensión». El concepto jurí­
dico-constitucional de indefensión que el art. 24 de la
Constitución permite y obliga a construir. no tiene por
qué coincidir enteramente con la figura jurídico-procesal
de la indefensión. En el contexto del arto 24 de la Cons­
titución la indefensión se caracteriza por suponer una
privación o una limitación del derecho de defensa. que.
si se produce en virtud de concretos actos de los órganos
jurisdiccionales. entraña mengua del derecho de inter-

. venir en el proceso en el que se ventilan intereses con­
cernientes al sujeto.

El no haber permitido a los demandantes de amparo
el conocimiento del recurso de apelación tormaliz<ldo
por el Ministerio Fiscal. ni por tanto su impúgn<lción.
frente a las nuevas pretenSiones de cOndena propug­
nadas ante la Audiencia. supone un incumplimiento de
los principios de contradicción e igualdad de armas que
deben presidir nuestro proceso penal en todo momento
(SSTC 246/1988, fundamento juridico 1.0

; 16/1989.
fundamento jurl'dico 2.°, ó 142/1989, fundamento jurí­
dico 3.°). Como señala el Ministerio Fiscal, el supuesto

'enjuiciado es prácticamente idéntico al résuelto en la
STC 99/1992, aunque allí referido al recurso de casación
presentado contra una Sentencia dictada en primera ins­
tancia por la Audiencia Provincial. Alli se dijo. y aqui
debe repetirse, que cuando el recurrente es el acusador
y no el acusado, lo que se está ejerciendo a través del
recurso es una acción penal. una nueva acusación -no
por su contenido sino por su propia existencia- de
la que el acusado debe ser informado. como exige
el arto 24.2 CE, exactamente igual que si de la primera
instancia se tratara. Los recursos constituyen una pro­
secución del proceso, y no pueden resolverse sin oir
a la parte recurrida. No lo hizo el Juzgado de lo Penal

al remitir las actuaciones a la Audiencia. y no lo hizo
la Audiencia al recibirlas, ya que pese a que no se acom­
pañaban escritos de impugnación del recurso del Minis­
terio Fiscal, como se, podía constatar con la simple lectu ra
de las actuaciones remitidas. no se consideró precisa
la celebración de vista para formar una convicción fun­
dada sobre las pretensiones de las partes. de manera
que las mismas se resolvieron sin contar con el criterio
de los demandantes de amparo sobre la pretensión de
condena ejecitada por el Ministerio Fiscal en el recurso
de apelación.

El efecto producido ha supuesto una indefensión
material. ya que la merma de posibilidades de defensa
va acompañada de un efectivo empeoramiento en la
situación jurídica de los demandantes de amparo que
han visto como se les impone una nueva condena por
un delito del que habian sido absueltos en la primera
instancia.

3. La irregularidad procesal denunciada y declarada
no sólo provoca indefensión formal. sino también mate­
rial. sin que pueda reprocharse a los demandantes de
amparo negligencia alguna en la tramitación del proceso.
ni falta de diligencia en denunciar la irregularidad pro­
cesal cometida pues las resoluciones en las que se da
cuenta de la formalización del recurso por el Ministerio
Fiscal no consta que fueran notificadas a las partes. como
tampoco el oficio de remisión; de otra parte tampoco
la diligencia de 26 de octubre de 1993 por la que se
tenían por recibidos los autos originales en la Audiencia
hace referencia al recurso de apelación del Ministerio
Fiscal. De esta forma na pudieron conocer los conde­
nados la existencia del recurso del Ministerio Fiscal sino
hasta que les es notificada la Sentencia que resuelve
la apelación.

La Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial de Madrid. dictada al resolver el recurso de
apelación, ha vulnerado por tanto el derecho a la tutela

.' judicial efectiva sin indefensión reconocido por
el art. 24.1 C.E, así como el derecho a ser informado
de la acusación formulada (art. 24.2 C.E.) y ,debe res­
tablecerse a los demandantes de amparo en su derecho
fundamental a la defensa y al conocimiento de la acu­
sación. Para lograrlo debe ser anulada la Sentencia de
apelación y las correspondientes actuaciones previas
hasta el momento previsto en el arto 795.4.° de la
L.E.Crim. en el que se ha de dar traslado a las partes
de los escritos de formalización del recurso de apelación.

4. La estimación de este motivo de amparo hace
innecesario entrar en el análisis de la segunda causa
de lesión de derechos fundamentales planteada ya que,
referida a la cuestión de fondo por presunta vulneración
en la Sentenola de apelación del principio de igualdad,
no debe ser valor'<lda por este 'Tribunal hasta tanto se
pronuncié/) los 'fribunales ordinarios en ejercicio de la .
facultad jurisdiccional que les corresponde una vez que
tales cuestiones hayan sido planteadas ante los mismos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSflTUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Benito Antonio
Pérez Delgado y don Julio Rueda Hernanz y. en con-
secuencia: '

1.0 Reconocer a los recurrentes los derechos a la
tutela judicial efectiva sin indefensión y a conocer la
acusación formulada contra ellos.
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2.° Restablecerles en su derecho y a este fin, anular
la Sentencia de la Sección Sexta de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid de 28 de enero de 1994 (rollo de
apelación 407/93 procedente del Juzgado de lo Penal
núm. 15 de Madrid) reponiendo las actuaciones al
momento procesal oportuno para que se sustancie en
forma el recurso de apelación interpuesto por el. Minis­
terio Fiscal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de septiembre de mil nove­
cientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fernando
García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

24328 Sala Segunda. Sentencia 152/1996, de 30
de septiembre de 1996. Recurso de ampa­
ra 2.419/1994. Contra Auto de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de las Islas Baleares dic­
tado en recurso contencioso-administrativo
contra Resolución del Tribunal Económico-Ad­
ministrativo Regional de Baleares. Vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
Subsanabilidad de la omisión de comunica­
ción previa.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. coro­
puesJa por don José Gabaldón López, Presider te, con
Fernando García-Mon y González-Regueral. dar Ra, ael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego Gonzált'z Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don TomM S. '¡ives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.419/94 promovido
por don José Roses Montis, representado por el Pro­
curador dqn Luis Suárez Migoyo y asistido del Letrado
don Julio Alvaro Paradela Amer, contra el Auto dictado
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de las Islas Baleares de 15 de junio
de 1994 dictado en recurso contencioso administrativo
núm. 477/94, promovido contra resolución del Tribunal
Económico Administrativo Regional de Baleares. Ha sido
parte el Abogado del Estado y ha comparecido el Minis­
terio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Fernando
García-Mon y González-Regueral quien expresa el pare­
cer de la Sala.

1. Antecedent(!s

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 8
de julio de 1994, don Luis Suárez Migoyo Procurador
de los Tribunales y de don José,..Roses Montis, interpuso
recurso de amparo contra el Auto de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de las Islas Baleares de 15 de junio de 1994.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Por la dependencia de Gestión Tributaria, se giró
una liquidación al recurrente en concepto de Impuesto

sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente
al ejercicio de 1985, por importe de 1.527.766 pesetas.

b) Frente a la misma interpuso recurso en vía eco­
nómico-administrativa, que finalizó con la resolución de
28 de enero de 1994, confirmatoria de la resolución
inicial.

c) Interpuesto recurso contencioso-administrativo el
18 de abril de 1994, la Sala antes de admitir el recurso
requirió a la parte para que acreditara haber efectuado
la comunicación a que se refiere el art. 110.3 de la
Ley 30/1992 y 57 de la LJ.CA, bajo apercibimiento
de archivo de las actuaciones.

d) Mediante providencia de 8 de febrero de 1994,
la Sala ordena el archivo de las actuaciones al haberse
efectuado la comunicación en fecha posterior a la inter­
posición del recurso y tratarse de un defecto insubsa­
nable. Dicha providencia se recurrió en súplica y fue
confirmada por Auto de 15 de junio de 1994, objeto
de este recurso de amparo.

3. En la demanda de amparo se denuncia la infrac­
ción del arto 14 CE, principio de igualdad en la aplicación
de la ley, que se habría producido al separarse el Tribunal
Superior de Justicia de Baleares de una línea de inter­
pretación uniforme seguida por otros Tribunales, singu­
larmente el Tribunal Supremo.

La vulneración del arto ~4. 1 CE que reconoce el dere­
cho a la tutela judicial efectiva se habría producido al
considel elr como insubsanable una mera irregularidad
proces~l, lo que es contrario a la doctrina tanto del Tri­
bunal Supremo como de este Tribunal, que se cita con
detalle en la del 'anda.

4.' La Sección Tercera de este Tribunal. por provi­
dencia de 10 de octubre de 1994, acordó admitir a
trámite la deman':la de ami aro Y dirigió atenta comu­
nicación a la Salé de lo Con ~encioso"Administrativo del
Tribunal Superior dI) Justicia Ga Baleares a fin de que
en un plazo que nn excediera de diez dias, remitiera
certificación o fotocopia advl'lrada de las actuaciones
correspondientes al reéurso ( Jntencioso-administrativo
núm. 447/94, así com') empl,zar para que en el plazo
de diez días pudieran CGmparecer en el presente proceso
a quienes hubieran sido parte en el procedimiento excep­
to el recurrente en amparo.

5. Por providencia de 12 de enero de 1995, la Sec­
ción acordó dar vista de las actuaciones remitidas por
la Sala .de lo Contencioso·Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de las Islas Baleares a la parte
recurrente, al Abogado del Estado quien se personó en
el procedimiento mediante escrito registrado el 18 de
octubre de 1994, y al Ministerio Fiscal. por el plazo
común de veinte días a fih de que presentaran las ale­
gaciones que estimaran pertinentes, conforme determi·
na el art. 52 LOTC.

6. La representación procesal del recurrente formu­
ló sus alegaciones mediante escrito presentado en el
Juzgado de Guardia de Madrid el 8 de febrero de 1995
y registrado en este Tribunal el día 14 siguiente. En él
se dan por reproducidas las alegaciones del escrito de
demanda así como el suplico de la misma, y terminó
solicitando ala Sala que dicte Sentencia concediendo
el amparo.

7. Por escrito registrado el 8 de febrero de 1995,
el Abogado del Estado formuló sus alegaciones solici­
tando que se denegara el amparo solicitado. Sostiene
esta representación que, según reiterada doctrina de este
Tribunal, no vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva
una resolución judicial de inadmisibilidad que se apoye
en una causa legal rectamente aplicada por .los órganos
judiciales e interpretada eh el sentido más favorable a


